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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 27 de 

septiembre de 2023, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 

mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero y 

ponente 
Sra. Ares González, Consejera  

Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 

 
 
 

  
 
 

 

DICTAMEN 367/2023 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 4 de agosto de 2022 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 

patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños sufridos en un accidente en el pabellón municipal 

de xxx1. 
 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 10 de agosto de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 367/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa su ampliación, tal como dispone el 

artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y Leónn, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 
2014 de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. 

Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos 
Antón. 

 

Primero.- El 4 de mayo de 2022 D. yyyy presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxx1, debido a los 
daños sufridos como consecuencia de un accidente en el pabellón municipal 

de dicha localidad. 
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En su escrito de reclamación relata que el 10 de septiembre de 2021, 

cuando se encontraba realizando una actividad deportiva en el pabellón 

municipal, le cayó encima una barra de 30 metros de longitud que servía de 
contrapeso de las lonas que dividen la pista, golpeándole en la cabeza. 

 
Tras el accidente fue trasladado al Servicio de Urgencias del Complejo 

Asistencial Universitario de xxx2, donde se le diagnosticó traumatismo 

cráneo-encefálico con herida inciso contusa parieto-temporal derecha.  
 

Junto con la reclamación aporta copia del informe clínico de urgencias 

así como un informe pericial de especialista en Medicina Legal y Forense. 
 
Reclama un importe de 6.088,32 euros por las lesiones sufridas, 363 

euros en concepto de honorarios satisfechos por la elaboración del informe 
pericial y 440,90 euros correspondientes a los honorarios del letrado 
encargado de la reclamación. Aporta documentación justificativa de dichos 

importes. La indemnización total reclamada asciende por tanto a 6.892,22 
euros. 

 

Segundo.- Mediante Resolución de Alcaldía de 11 de octubre de 
2022, se admite a trámite la reclamación y se nombra instructor. 

 

Tercero.- Obra incorporado al expediente informe técnico, de 17 de 

octubre de 2022, elaborado por la jefa del Área de Educación, Cultura y 

Deportes en el que indica que: “En fecha viernes 10 de septiembre de 2.022 
sobre las 18:15 horas se produjo la caída de una de las dos lonas separativas 
con las que cuenta el Polideportivo Municipal, impactando parte de la misma 

en uno de los jugadores de conjunto nacional de baloncesto del CD xxx1 que 
en esos momentos realizaban ejercicios de calentamiento previos a un 
encuentro amistoso que debía comenzar a las 19:00 horas. 

 
»Fruto del golpe el jugador de nombre yyyy debió ser 

trasladado al complejo hospitalario”. 

 
Cuarto.- Otorgado trámite de audiencia al reclamante, el 21 de 

octubre de 2022 presenta alegaciones en las que reitera sus pretensiones 

iniciales insistiendo en la falta de mantenimiento de las instalaciones.  
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Quinto.- Consta en el expediente informe de 22 de junio de 2023 de 
la compañía aseguradora del Ayuntamiento en el que se propone una 
indemnización por importe 4.201,44 euros, por considerar que han de 

descontarse las cantidades correspondientes al perjuicio estético, por 
importe de 1.824 euros, parte del OMC, por importe de 61,20 euros y las 

facturas proforma correspondientes a los honorarios de los profesionales 
intervinientes por importe de 803,90 euros. 

 

Sexto.- El 14 de julio de 2023 se formula propuesta de resolución 
estimatoria parcial por importe de 4.201,44 euros. 

 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 

dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 

composición y competencias de las Secciones. 
 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (en adelante, LPAC), con las especialidades que 
se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la LPAC.  

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al Alcalde, 

sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a 

lo establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LBRL), en 
relación con el artículo 92 de la LPAC. 
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La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1, párrafo primero, de la LPAC. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento de los servicios públicos”.  
  
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 54 de la LBRL.  

  
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 

responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 

b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 

en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o actividad, en cuyo ámbito se produce el 

daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia miento normal o 
anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 

exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un año desde 
el momento en que se produjo el hecho causante.  

 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 
responsabilidad patrimonial por los daños sufridos como consecuencia de un 
accidente sufrido por el reclamante al caer la lona separativa de las canchas 

del pabellón municipal y golpearle en la cabeza. 
  
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 



 

 5 

de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 

de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
De acuerdo con el artículo 4 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, “Son bienes 

de servicio público los destinados directamente al cumplimiento de fines 
públicos de responsabilidad de las Entidades Locales, tales como Casas 
Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean de las 

mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, montes 
catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas y 
campos de deporte, y, en general, cualesquiera otros bienes directamente 

destinados a la prestación de servicios públicos o administrativos”. 
 

Sobre la base de lo expuesto, para llegar a declarar la citada 

responsabilidad patrimonial de la Administración, hay que analizar si se dan 
los requisitos necesarios para su nacimiento, esto es la efectiva producción 
de un daño antijurídico, que el interesado no tiene el deber jurídico de 

soportar, derivado de una relación de causalidad con el funcionamiento de 
los servicios públicos.  

 

La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por el 

reclamante fue o no consecuencia del defectuoso estado de conservación de 
la instalación, de forma que el nexo causal se produjera, directa e 
inmediatamente, entre el funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1998 señala que 

la prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por 

parte de aquélla de la infraestructura material no implica que el vigente 
sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones 
Públicas conviertan a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos, 

con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o dañosa que 
pueda producirse con independencia del actuar del administrado, porque de 
lo contrario, aquél se transformaría en un sistema providencialista no 

contemplado en nuestro ordenamiento jurídico. 
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El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 

corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionantes de 
la prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 

Administración Pública es la prueba de la existencia de una relación directa, 
de causa a efecto, entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio 
público correspondiente; o como dice la expresión legal, de una lesión que 

sea “consecuencia de” los servicios públicos. 
 
Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal 

Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 
de octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente 
de difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las 

reglas del criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta 
prueba, como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 

reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, 
tampoco la Administración tiene el deber jurídico de soportar la 
indemnización de unos daños que ella no ha causado. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con 

los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 

desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda 
intensificarse o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la 
buena fe en su vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando 

hay datos de hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las 
partes y de difícil acreditación para la otra (Sentencias del Tribunal Supremo 
de 29 de enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 

1992, entre otras). 
 
En el supuesto sometido a dictamen, los informes médicos acreditan la 

realidad de unas lesiones compatibles con los hechos alegados por el 
reclamante y, a pesar de que no obran en el expediente fotografías ni consta 
informe de intervención de las autoridades locales, existe un reconocimiento 

expreso de la realidad de los hechos por parte del servicio responsable, en 
concreto, en el informe de la jefa del Área de Educación, Cultura y Deportes 
citado en el antecedente de hecho tercero. 
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Por otro lado, el asunto sometido a dictamen presenta especial 

dificultad en lo relativo a la determinación de la causa del percance pues, a 

la luz de los elementos probatorios obrantes en el expediente, no es posible 
determinar la causa de la caída de la lona separativa de las canchas. El 

pabellón municipal es un bien de dominio público adscrito a un servicio 
público de competencia municipal conforme artículo 25.2.l) de la LBRL, de 
forma que es obligación del Ayuntamiento adoptar las medidas de seguridad 

necesarias para evitar que puedan producirse daños derivados de la 
utilización de las canchas. En caso de incumplimiento, responderá de los 
daños causados por la omisión de su actuación.  

 
A pesar de que el reclamante no aporta prueba alguna en relación con 

la falta de mantenimiento denunciada, la propuesta de resolución reconoce 

su responsabilidad al considerar probada la relación de causalidad entre el 
daño sufrido y el funcionamiento de un servicio público. Así, la propuesta 
indica que “del informe técnico y de las descripciones reflejadas en la 

reclamación se desprende que los daños sufridos por yyyy, son debidas a la 
caída de una de las dos lonas separativas del Polideportivo Municipal”. 
 

6ª.- En relación con la indemnización solicitada, el reclamante solicita 
un total de 6.892,22 euros en concepto de daños personales y por los 
honorarios correspondientes a los profesionales intervinientes en la 

elaboración de la reclamación. 
 

En cuanto a daños personales, utilizando el baremo de la Ley 35/2015 
de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños 
y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, reclama un 

importe de 6.088.32 euros, conforme al siguiente desglose: 
 

- Perjuicio personal moderado: (10 días por 54,78 euros/día), 

547,80 euros.  
 
- Perjuicio personal básico: (44 días por 31,61 euros/día), 

1.390,84 euros. 
 
- Secuelas consistentes en cicatriz en zona parieto temporal 

izquierda, equiparable a parestesias de partes acras: (2 puntos por 912 
euros/punto): 1.824 euros. 
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- Perjuicio estético: (2 puntos por 912 euros/punto): 1824 
euros. 

 

- Por Nomenclátor OMC grupo quirúrgico O: 500 euros.  
 

No obstante, se advierte que la suma de las cantidades indicadas 
asciende a 6.086,64 euros, y no a 6.088,32 euros que señala el reclamante. 

 

Junto a dicha cantidad solicita el abono de las facturas 
correspondientes a los honorarios de los profesionales intervinientes, por 
importe de 363 euros y 440,90 euros. 

 
La suma total de las cantidades indicadas asciende por tanto a 

6.890,54 euros, frente a los 6.892,22 euros consignados en la reclamación. 
 

Por su parte, la propuesta de resolución cifra la indemnización en 

4.201,44 euros, con el siguiente desglose: 
 

- Perjuicio personal moderado: 10 días, 547,80 euros. 

 
- Perjuicio personal básico: 44 días, 1.390,84 euros. 
 

- Secuelas funcionales 2 puntos: 1.824 euros. 
 
- Intervención quirúrgica: 438,80 euros. 

 
Considera la Administración consultante que no es valorable el 

perjuicio estético, porque la cicatriz está cubierta por abundante pelo y no 

resulta visible, por lo que no sufre ningún perjuicio estético. Excluye también 
de la indemnización los importes correspondientes a los honorarios de los 
profesionales intervinientes en la elaboración de la reclamación. 

 
Este Consejo comparte el criterio contenido en la propuesta y considera 

por tanto que el importe a indemnizar ha de ser de 4.201,44 euros. 

 
Todo ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga 

fin al procedimiento, tal y como prevé el artículo 34.3 de la LRJSP.  
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III 
CONCLUSIONES 

 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos 

señalados en el presente dictamen, y reconocer una indemnización de 

4.201,44 euros en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por D. yyyy, debido a los 
daños sufridos en un accidente en el pabellón municipal de xxx1. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 


